INCIDENTE DE DESACATO 2ª INSTANCIA 

RADICACIÓN:    660013187001201600038-01
 ACCIONANTE: MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA
REVOCA POR CUMPLIMIENTO
A N°31

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente 
proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto – Incidente de desacato en el grado de consulta – 26 de abril de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Revoca sanción

Radicación Nro. :
  
660013187001201600038-01
Accionante:   

MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA
Accionados:     

FIDUPREVISORA SA

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 


INCIDENTE DE DESACATO / RECONOCIMIENTO PRESTACIONAL / ORDEN CUMPLIDA. “[C]on posterioridad a haberse dictado la providencia sancionatoria, se conoció que por parte de la FIDUPREVISORA se emitió la aprobación del proyecto de acto administrativo de reconocimiento, esto es en marzo 31 de 2017, según aparece en el oficio y los anexos enviados a la Secretaría de Educación Municipal en abril 4 de 2017. En ese orden de ideas, lo que se aprecia es que la decisión impartida a la entidad accionada fue acatada y lo que ahora se espera es que por parte de dicha Secretaría -a quien no se le impuso orden alguna en el fallo constitucional- proceda a emitir el acto administrativo de reconocimiento de la prestación social a favor de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, y los demás herederos, en las proporciones allí señaladas, para que seguidamente la FIDUPREVISORA proceda a efectuar el pago respectivo. De conformidad con lo antes mencionado y como quiera que del estudio de los documentos allegados al expediente se observa que por parte de la FIDUPREVISORA se cumplió lo ordenado por el juez constitucional, así fuera de manera tardía, procede en consecuencia la revocatoria de la providencia adoptada, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación (…) Así las cosas, se revocará el proveído adoptado por el juzgado a quo, por haberse acatado el mandato dispuesto por la juez constitucional.”.
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                                       RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiséis (26) de abril de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N°368
                                                    Hora: 7:30 a.m.
1.- VISTOS 

Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, mediante la cual sancionó a los Doctores WILLIAM MARIÑO ARIZA y  SANDRA GÓMEZ ARIAS, en su calidad de Vicepresidente del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y Presidenta de la FIDUPREVISORA S.A., respectivamente, con 6 días de arresto y multa equivalente a 1 salario mínimo legal mensual vigente, por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela proferida a favor de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- Mediante sentencia de agosto 5 de 2016 el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) tuteló el derecho fundamental al debido proceso de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, y le ordenó a la Fiduciaria La Previsora, que: “[…] dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la notificación de este fallo proceda a aprobar o informar las razones de no hacerlo respecto de la prestación económica reclamada por la accionante mediante petición del 06 de noviembre de 2015”.

2.2.- Luego de haberse surtido un primer trámite de incidente, el despacho por auto de octubre 14 de 2016, consideró que no podía continuarse con el mismo, pues no obstante que la entidad informó lo acaecido en el asunto y haberse dado traslado al apoderado del actor para que se pronunciara, éste guardo silencio al respecto y en consecuencia consideró que la FIDUPREVISORA cumplió con lo ordenado en el fallo.
2.3.- Mediante escrito de febrero 27 de 2017, el apoderado del actor presenta escrito por medio del cual informa que la entidad no ha cumplido con lo ordenado en el fallo, pese a los trámites adelantados, y pide se dé continuidad al incidente.

2.4.- El despacho de primer nivel por auto de febrero 28 de 2017, no obstante apartarse de la postura de esta Corporación en lo atinente al requerimiento previo para el encargado al cumplimiento de la tutela, además de oficiar al Dr. WILLIAM MARIÑO ARIZA como Vicepresidente del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, también comunicó lo pertinente a la Dra. SANDRA GÓMEZ ARIAS, Presidenta de la FIDUPREVISORA, para que se proceda a dar cumplimiento al fallo constitucional.
2.5.- Al no obtenerse respuesta alguna, el a quo mediante providencia de marzo 8 de 2016, dio apertura al trámite incidental en contra de la Dra. SANDRA GÓMEZ ARIAS –presidenta de la FIDUPREVISORA- y el Dr. WILLIAM MARIÑO ARIZA –Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - por medio del cual se dispuso correr traslado por tres (3) días para que expusieran las justificaciones del caso.
2.6.- Culminado el término legal, en providencia de marzo 21 de 2017 el Juzgado resolvió el incidente de desacato y estimó que el Dr. WILLIAM MARIÑO ARIZA en su condición de Vicepresidente del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Dra. SANDRA GÓMEZ ARIAS Presidenta de la FIDUPREVISORA, incumplieron la sentencia de tutela de agosto 5 de 2016 y por ende los sancionó con 6 días de arresto y multa de 1 s.m.l.m.v.

2.7.- Encontrándose las diligencias ante el a quo, se recibió oficio del Vicepresidente de Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio quien informa que la Secretaría de Educación les remitió el proyecto respectivo, el cual se estudió y al mismo se le otorgó aprobación, por lo cual en abril 4 de 2017 se devolvió a dicha Secretaría para que expidieran el acto administrativo y se les remita copia donde se reconozca la prestación social para su pago.  Por lo anterior, pide se revoque o inaplique la sanción impuesta al haberse cumplido el fallo.
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

De conformidad con lo arrimado al dossier la Sala advierte que así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue en efecto cumplida por la entidad accionada; por tanto, habrá que revocarse la providencia sancionatoria dictada en el presente incidente, por las razones que se expondrán a continuación: 

Como quiera que según la accionante, por parte de la FIDUPREVISORA no se había aprobado el proyecto de acto administrativo por medio del cual se le reconoce la prestación social en su condición de heredera, amén del fallecimiento de su consanguíneo, se hacía necesaria la intervención del juez constitucional con miras a que se diera cumplimiento a lo dispuesto en la referida sentencia, sin que dentro del trámite del presente asunto se hubiere informado con claridad que ello había tenido ocurrencia, por lo cual al funcionario judicial no le quedaba alternativa diferente a la de imponer sanción a los encargados de su acatamiento.

Pese a lo anterior, con posterioridad a haberse dictado la providencia sancionatoria, se conoció que por parte de la FIDUPREVISORA se emitió la aprobación del proyecto de acto administrativo de reconocimiento, esto es en marzo 31 de 2017, según aparece en el oficio y los anexos enviados a la Secretaría de Educación Municipal
 en abril 4 de 2017
. En ese orden de ideas, lo que se aprecia es que la decisión impartida a la entidad accionada fue acatada y lo que ahora se espera es que por parte de dicha Secretaría -a quien no se le impuso orden alguna en el fallo constitucional- proceda a emitir el acto administrativo de reconocimiento de la prestación social a favor de la señora MARTHA LUCÍA ALZATE CARDONA, y los demás herederos, en las proporciones allí señaladas, para que seguidamente la FIDUPREVISORA proceda a efectuar el pago respectivo.
De conformidad con lo antes mencionado y como quiera que del estudio de los documentos allegados al expediente se observa que por parte de la FIDUPREVISORA se cumplió lo ordenado por el juez constitucional, así fuera de manera tardía, procede en consecuencia la revocatoria de la providencia adoptada, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación, en la cual se dejó claro que:  

“El objeto del incidente de desacato, de acuerdo a la jurisprudencia de esta Corporación, se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo,  la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma sino  una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia
.
Así entonces, la jurisprudencia constitucional ha precisado que la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor” -negrillas nuestras-

Así las cosas, se revocará el proveído adoptado por el juzgado a quo, por haberse acatado el mandato dispuesto por la juez constitucional.
4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia emitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) materia de consulta. 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folios 138 al 141. 


� Ver seguimiento al envío respectivo, folio 3 Cdno. de Segunda Instancia. 


� Sentencia T-421/03.





Página 1 de 5

